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FUNDANfENTOS

Iln la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014 PA/TC, publicada en el
diario ollcial llL Peruano el 29 de agosto de2014, esle Tribunal establcció, cn el
lundamento 49, con ca¡ácter de precedente, que se expedirá sentc¡cra
interloouloria denegatoria, dictada sin más lrámite, cuando se presente alguno de
los siguientes supuestos, que igualnrcnte están contenidos en cl artículo I I del
Ilcglamcnto Non¡ativo del'l'ribunal Constitucional:

SENTENCIA INTERLOCU'I'ORIA DIIL'fRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima. l5 de octubrc dc 2018

a) Carczca de fundamentación la supucsta wlDeración que se invoque.
La cuestió¡ de Derecho contenida en el recurso no sea de especial
lrasccndcncia constitucional.
L¿ cuestión dc Dc¡echo invocada contradiga un precedente del Tribunal
Conslitucional.
Sc haya decidido de manera desestimatoaia en casos sustancialmente iguales-

b)

d)

En cstc caso, cl r-eourente cuestiona el accionar del fiscal de la Segunda I.'iscalia
Provincial Pcnal de Villa EI Salvador, durante su detención policial en la
Comandancia Dirove Chorrillos, al haber dispucsto una investigación resewada
contra cl favo¡ecido.

Sobre cl particular, esta Sala del Tribunal Constitucional advie¡te que las
acfuaciones de los representantes del Ministerio Público cuestionadas. no inciden
dc mancra ncgaliva, directa y concrcta c¡ el derecho a Ia libcdad pelsonal, matcr¡a
dc lutela a través del ¿abea¡^ corplts-

Dc olro iado, se cuestionan asuntos que no rcquie¡en una futcla de especial
urgencia- tsn cf¡cto, el ¡ecurrentc cucstiona la detención policial del favorccido,
ocur-rida cl día 22 de ab¡il de 2017 en la Comandancia Dirovc Chorillos.

l

Ilecurso de agravio constitucional interpuesto por don Álvaro Lconel Condezo Guizado
contra la rcsolución de fojas 182, de 26 de julio de 2017, expedida por Ia Scgunda Sala
Penal de Apelacio¡es de la Corte Supcrior dc Justicia de Lima Sur que dcclaró
infundada la dcmanda de autos.
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¿legando que lue inteñenido arbitmriamente por el suboficial superior SOS, de

apcllido Sotelo, y quc permanccc cn la prccitada dependencia policial por más de
veinticuatro hor¿s.

Sin cmbargo, conformc rcñc¡e el Acta Fiscal de folios 95, el favorecido fuc
detenido por la policia en esa fecha, por la prcsunta comisió¡ de los delitos de
lrá1ico ilícito de drogas y robo agravado. Posterjormente, mediante Resolución I,
dc 27 dc abril de 2017, se le dictó detención preliminar por cl término de 72 horas
por cl dclito dc robo agravado (folios 90); y, el a través de Ia resolució¡ de 2 de
m¿yo de 2017, se ordenó su prisión prevcntiva por el plazo de nueve meses, en el
proccso quc se lc inició por el delito de robo agravado, Expediente 1439-2017
(folios I28 y 136). Por consiguiente, esta Sala del Trjbunal Constitr.rcional
adviefe quc la cucstiorlada dete¡ció¡ policial ha cesado y la rcstricción de la
libenad personai de1 favorecido continuó en mérito a una resolución judicial.

6. T. ión cucstiona cl recr¡rrente que, durante la dctcnción policial del favorecido
act1¡ su dcrecho dc dcfcnsa, pues no se le permitió habla¡ con su abogado

I

sor ni se le permitió tener acceso al acta de intervención policial

Sobre el pafticular, se aprecia quc el favorecido contó con una dcfensa técnica,
desde el mismo dia de su detención policial, esto es, el 22 de abril dc 2017. [n
csa ticha, la lct¡ada Jacqueline Muoha Rosalcs se apeisonó a la Comisaria de la
Dirive, ejcrcicndo su dcfensa (folios 29). Asimismo, sc verilica que el 25 dc abril
de 2017, el recurrcntc abogado Cano Ramirez se apersona a Ia investigación
policial y subroga a la letrada ante¡jo¡; y solicita ia rcprogramación de la

anifcstacjón policial del favorecido (folios 30). Finalmente, el 27 dc ab¡il de
2017 don Omar Cano Ramí¡ez fuvo acceso a los actuados policiales, según se
aprccia de la Constancra de Lectura dc folios 31; y, el 28 dc abril de 2017 sc
apcrsona como abogado defensor el letrado Angel Marchinares Saldaña.

Por ello, esta Sala conside¡a que no existe necesidad de emitir un
pronunciamicnto de lbndo, al habersc producido la sustracción de la materia por
habcr ccsado los hechos que en su momcnto sustentaron la interposición de la
dcmanda (27 dc abril de 2017).

IJn consccucncia, se verifica que el p¡csonte ¡ecurso de agravio ha incr¡rido en la
caüsal de rcchazo prevista cn el acápile b) del fundamento 49 de la scntcocra
cmitrda cn cl llxpediente 00987 2014-PA/TC y en el inciso b) dcl aflículo I I d{rl
Regl¿menlo Nonnativo dcl Tribünal Constifucional. Po. esta razón, conesponde
dcclarar, sin úás l¡ámite, improccdcnte el recuNo de agravio constitucional-
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Por cstos fundamentos, el T¡ibunal Constitucional, co¡ la autoridad que le confie¡e Ia

Constitución Politica del Pc1u, y la paficipación del magist¡ado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Cosla,
Además, se incluye el fundamcnto de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera.

R!]S U E LVIJ

Deolar¿¡ IMPROCEDENTE cl rccurso dc agravio constitucjonal porquc la cucstión de

Dcrecho contcnida cn el recurso carece de especial trascendencia constifucional.
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Publíquese y notifiquese.
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FUNDAMENTo DE voro DEL MAGrsrR^Do EspINosA-sALD^ñA
BARRERA

Coincido con el sentido de lo ¡esuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
necesario señalar lo siguiente:

1. Aquí ha quedado plenamente acreditado que el recurso de agravio constitucional no
encuentra respaldo en el contenido constitucionalmente protegido de los derechos
invocados por la pafe demandante. Siendo así, se verifica que se ha incu¡rido en la
causal de rechazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida
en el Expediente 00987-2014-PA7TC y en el inciso b) del artículo l1 dol
Reglamento Nomativo del T¡ibunal Constitucional.

2. Aiora bien, encuenfo qüe la redaccióü del proyecto no es lo suficientemente clara
para explicar las razones por las cuales aquí la cuestión de Derecho planteada carece
de especial trascendencia constifucional, conforme las paütas establecidas por este

Tribunal.

3. En efecto, tal como h¿ desarollado este T bunal Constitucional e¡ reiterada
jurispn¡deDcia, al momento de emitir una scntencja interlocutoria, luego de hacer
mención a las causales de improcedencia liminar recogidas en el fundamento 49 de

"Vásquez Romero", corresponde referirse en forma clara, ordenada y detallada a la
causal específica en la cual habria incurrido el recurso planteado, así como cumplir
con explicar cuáles son los alcances de la causal utilizada.

4. De estc modo, Ja exposición de las razones por las cuales el recurco incure en una
causal determinada no solo adquiere mayor claridad, sino también se le otorga un
adecuado orden lógico a los argumentos que ñrndamentan lo resuclto en el caso.

Dichas cualidades son las que se espera que tenga una decisión tomada por este

Tribunal, en tanto se trata de un órgano jurisdiccional encargado de una labor tan
relevante como Io es la tutela de derechos fundamentales.

s.

Lo que

C



w I llilililflfl tiilili ill]tl

TRIBUNAL CONSf If UCIONAL

VO'I'O SINGUI,AR D¡]I, MAGISTRADO FERRIIRO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magist¡ado, emilo el presente voto singuiar, para expresar respetuosamente
quc disiento dcl prccedentc vinculante establecido en la Se¡tencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA IN'I IIRLOCU I ORIA DENEGATORIA, po¡ los fundameDtos que a
conlinuación expongol
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EL I'RTBUNAL CoNsrt'IUCToNAL coMo coRTE DE Rf,vISIóN o FALLo y No DE

CASACIóN

2. La t,ey |undamental dc 1979 estableció que cl 'fribunal de Garantias
Co¡stitucionales era ün órgano de cont¡ol de la Constitución, que tenía jurisdicción
cn todo cl teritorio nacional para conocc¡, cfi ríd de casación, de los habeas corpus
y arnparos dcncgados por el Poder Judicial, lo que irnplicó que dicho l rjbunal no
consliluia una instancja habilitada para 1¡llar en forma definitiva sobre la causa. Es
dccir. no se pronunciaba sobre los hcchos invocados como amenaza o lesión a los
Jercclro. reconocido. en la Consrirución.

l. lrn cse sentido, la Le¡, 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigenle en ese momento, estableció, l]n sus aftículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha vioiado la ley o la ha
aplicado en forma e¡rada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolucióD de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señala¡ la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
Iicpública (reenvio) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamienros,
proccdimiento que, a todas luccs, dilataba en exccso los procesos constitucionales
menoionados.

4. El r¡odelo de tutela ante amenazas y vuLne¡ación de derechos fue seri¿mentc
modificado en la Constitución de 199i. Iln primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a sabet, habeos corpus, atnparo, habeas datd
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al T bunal Constitucional
como órgano de control de la co¡stitrLcionaljdad. aun cuando la Constitución lo
calilica e¡róncamente como "órgano de contol d(r la Constitr¡ción',. No obstante, en

t4

L La Constitución cle 1979 creó el Tribtnal de Carantias Constitucionalcs como
inslancia de casación y Ia Constitución de 1993 convirlió al Tribunal Constitucional
cn instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en Íuestra historia
constitucional. dispuso la creación de tm órgano ad ,oc, independie[te del Poder
Judicial, con la tarea dc gara¡tizar la suprcmacía constitucional y la vigencia plena
dc los de¡echos fundamentales.
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materia de procesos cons¡i¡ucionales de la Iibcrtad, Ia Constitución cstablccc quc cl
'l ribunal Conslitucional cs instancia de ¡evisió¡ o fallo.

5. Cabe señalar que la Co¡lstitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que co¡responde al Tribunal Constilucional "conocet, en últimd y
defin¡líNa ¡nstdncia, las resoluciones denegatoríds dicÍadas en los procesos de
habeas corpus, Ltmparo, habea! data y dcc¡ón de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los dcrechos fundamentales,
cxige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quren se

estima amenazado o agraviado en u¡ derecho fundamental. Una leclura diversa
coDtravend a mandalos esenciales de Ia Constitución, como son el p ncipio de
dcf'cnsa de la persona humana y el respeto de su dignidad como lin supremo de ia
sociedad y del llstado (añículo l). y "la observancia del debido proceso y tutekt

¡urisdicciondl. Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción
predelerminada por la ley, ni sometida a procedimiento dístínto de los pret,¡afiefite
cslablecida)s, ni juzgada por órgano-s ¡ur¡sd¡ccionales de excepci(tn nt por
comisiones especiales creadas al el¿cto c alqu¡era sea su denominación",
consagÉda en cl artículo 139, inciso 3.

6. Como se adviene, a difcrcncia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acccso a la última instancia constitucional tiene lugar por la via del certíorari
(Suprcn,a Cone de los Estados Unidos). cn cl Peú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo dc inte¡pretación de la Constitució¡ capaz de ingresar al fondo
cn los llamados procesos de la libertad ct¡ando el agraviado no haya obtenido una
prolección de su de¡ccho e¡ sede del Poder Judicial. En otras palabÉs. si lo que
cstá en discüsión es la supuesta amenaza o lesión de un derccho f'undamental. se

dcbc abrir la vía corespondicntc para que e1 Tribunal Constitucional pued¿
pronunciarse. Pero la apeñura de esta vía solo se produce si se pen¡ite al
pcticionante colaborar con Ios jucces constituciola]es mediante un po¡menorizado
an.rlisis dc lo quc se pretende. de lo que sc invoca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la dcfcnsa; además, un f.ibunal Constitucional coDstituye el más
efectivo mcdio de delénsa de los dercchos fündamentales frcnte a los poderes
públicos y privados. lo cual evidencia el t unlb de la justicia frente a la
arbitrariedad.

8. I-a administración de justicia constitucional de la libertad que brinda cl Tribunal
Constitucional, desde su creación. es respeluosa. como co csponde. del de¡echo de

lr'(
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del'ensa inherente a loda persona, cuya manifestación p¡ima¡ia es el derecho a ser
oido con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en cl cual sc
dcLcrmincn sus dcrechos. inrereses v ohlicacione.

9. Precisamerte, mi alejamiento rcspccto a la emisión de r¡na resolució¡l constitucional
sin realizarse audiencia de vista está rclacionado con la defensa. la cual. sólo es

cl'cctiva cr¡a¡do el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argume¡tos pertinentes, concretándosc cl principio de inmediación que
debe regir cn todo proceso constitucionai.

l0- Sobrc la inteNencióü de las partcs, conesponde señalar que, en tanto que la
potestad dc administrar justioia constituyc una manifestación del poder que cl
Ilslado ostenta sobrc 1as personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los dercchos inherettes a todo ser humano, 1o que
incluye el derecho a ser oÍdo con las debidas garantías.

1l- Cabc añadir que la padicipación directa de las partes, en defcnsa de sus intereses,
quc sc concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo corrcspondiente a su lavor, lo que resultaria
excluyenle y antidcmocrático. Además, el 'l ribunal Co¡stitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, cn cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que .justiñcan sus decisiones, porqr:e el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser uD tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo sullciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso qL¡e resuelve.

12. En ese sentido, la Corte Interamericaru de De¡cchos Humanos ha establecido que el
dc¡ccho de del'ensa "ohligd al Estado a tratar al i diriduo en todo monento como
un wrdqdero,ttieto del proceso, en el más am¡lio rentido Je ¿ste conceplo, y ko
timplemente como objeto del mísmo"'. ) que "paru que ?xi.\ta debido proteso legal
es preciso qlte un justiciable pueda hacer yaler sus derechos y de;fender sus
intcrt¡¿' cn.formo e[ietiva y en co dicio es de igualdad procesal con otros
iurli.¡ohl.t"'

r Co¡te IDH. Caso Ba¡reto Leiva vs. Venezuela. se¡tencia del 17 de noviembre rle 2009
párrafo 29.
2 Cortc IDH. Caso Hilairc, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
senlencia del 2l dejurio de 2002, páúaib 146.

üy*
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ll. I.ll modelo de "iñslancia dc fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho'fribunal es su intérprete supremo, pero no su refbrmaclor, toda
vcz que como órgano constituido también está somctido a la Constitución.

1,1. Cua¡do se aplica a un proceso constitucional de ]a libertad la denominada
"sentencia intcrlocutoria", el recu¡so de agravio constitucional (R{C) pierde su
vcrdadera ese¡cia juridica, ya que el l'ribünal Constitucional no tiene compcten!ia
para "revisar" ni mucho mcnos "recaliti(ar" el recurso de agrario constitLlclonal.

15. Dc conformidad con los a¡tícr¡los l8 y 20 del Código Procesal Constitr¡cional. el
Tribunal Constilucional no "concede" el recurso. Esta es una compctencia de la
Sala Superior del I,ode¡ Judicial. Al 'I¡ibunal lo que le conesporde es co¡ocer del
R C y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia dc
rcchazar dicho recurso. sino por cl contrario de "conocer" lo que la parte alega
como un agrrr io que lc c¡ursa indelénsión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establcce como supuestos paru su
aplicación lónnrLlas imprccisas y amplias cuyo contenido. cn el mejor de los casos,
requicrc ser aciarado, justitlcado y concretado en supuestos especí1icos, a saber,
identificar en qué casos sc aplicaría. No hacerlo, no dcñnirlo, ni justificarlo,
convierte el emplco de la precitacla sentencia en a¡bit¡ario, toda vez que se podria
afeclar, entre otros, el dcrccho l'undamental de defensa, en su manil¿stación dc ser
oído con las debidas garantias, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
calentes de predictibilidad, afcctando notablemente a los .justiciables, quienes
telld an que adivinar qué resolverá el Tribunal Co¡stitucional antes de presentar su
rcspecliva demanda.

17. Por lo demás. m tattis muldndis. d precedente vinculante conlenido en la Sentencia
0(1987-2014-PA/]'C ¡epite 1o señalado por el Tribunal Constitucional en orros
iállos. como en el caso Luis Sránchez Lagomarcino Ramí¡ez (Sentcncia 02877-
2005-PIlC/'lC). Del mismo modo, constituye u¡a reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionalcs de ]a libertad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas. litispendcncia, invocación del derecho constitucional liquido y
cierlo. elc.).

18. Sil] embargo, e1 hecho de quc los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
collstilucional.

ALVARO I-EONt]L CONDI]ZO GI]IZADO
represeniado por abogado ENRIQUE OMAR
CANO RAMIRI]Z

lt\,l I

Na'ruRALxz^ PRocEsal, D!rr. RECURso Dn AGR,\yro CoNsrIrucIoNAL
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la juslicia en scde constitucional reprcsenta la

última posibilidad para proteger y rcparar los derechos fundamentales dc los
agraviados. voto a favor de que en el presente caso se coDvoque a audiencia para la
vjsta, 1o que garanliza que el T bunal Constitucional, en tanto instancia última y
dcfiniliva, sea la adecuada pam poder escucha¡ a las personas afectadas en sus
derechos csenciales cuando no encr¡entran justicia en el Pode¡ Judicial;
cspecialmcnte si se liene en cucnta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le qüeda el camino de la jurisdicció¡ intcrnacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl ferrero Rebagliati, "la defcnsa del derecho de uno es, al mismo
tieDlpo, una dcfensa total de la Constitución, pucs si toda garantía constilucional
entraña el acceso a Ia prestación jurisdicciotal, cada cual al delénder su derccho
cstá del'endiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica',.
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